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       Legislatura de la Ciudad 

    Autónoma de Buenos Aires


PROYECTO DE LEY

Artículo 1. Modifíquese el artículo 21 de la ley 1913 el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“Artículo 21.- Publicidad de los registros: toda persona tiene derecho a acceder a la información pública contenida en los registros que esta ley establece. La solicitud no requerirá expresión de causa.
Sin perjuicio del párrafo precedente, la autoridad de aplicación publicará en el sitio web oficial del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires los siguientes datos: 
a) Las condiciones de habilitación del servicio de seguridad privada 

b) El listado de prestadores de servicios de seguridad privada habilitados y en su caso, la habilitación para el uso de armas

c) El nombre, documento nacional de identidad, y antecedentes en las fuerzas armadas -si los tuvieren-, de los socios y/o miembros de las personas físicas y jurídicas que prestan servicios de seguridad privada

d) El nombre, documento nacional de identidad, y antecedentes en las fuerzas armadas -si los tuvieren-, de quienes integren los órganos de administración y representación de las personas físicas y jurídicas que prestan servicios de seguridad privada 

e) El nombre, documento nacional de identidad, y antecedentes en las fuerzas armadas -si los tuvieren-, del personal de cada prestadora. 

Artículo 2. Comuníquese, etc. 
FUNDAMENTOS

El presente proyecto de ley propone modificar el artículo 21 de la Ley 1913 para descartar interpretaciones ilegítimas que su redacción actual facilita. 

Se trata de interpretaciones que restringen, con su aplicación, el acceso ciudadano a información pública relacionada con la prestación de servicios de seguridad privada vulnerando el estándar constitucional demarcado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en “Ganora, Marío F. y otra”, 16/09/99, y la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Claude Reyes y otros v. Chile”. 

En efecto, la denegación de información contenida en los registros que la ley 1913 establece en su artículo 20 para la fiscalización de los servicios de seguridad privada y el control de los actos de gobierno en esta labor, motivó la reciente declaración de inconstitucionalidad del artículo cuya modificación propiciamos en “Martinez Diego c/ GCABA y otros s/ Amparo art. 14 CCABA”, expte. 31603/0 por el Juzgado 2 Secretaría 3 del fuero CAyT de la CABA. 
 En las últimas observaciones finales del Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas del mes de noviembre de 2000, se señaló que: “...preocupa al Comité que muchas personas que actuaban con arreglo a las leyes de Obediencia Debida y Punto Final, sigan ocupando empleos militares o en la administración pública... El Comité recomienda que se siga desplegando un esfuerzo riguroso a este respecto y que se tomen medidas para cerciorarse de que las personas que participaron en violaciones graves de los derechos humanos no sigan ocupando un empleo en las fuerzas armadas o en la administración pública...” (cfr. Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, Sesiones 1883ª y 1884ª de los días 25 y 26 de octubre de 2000, y Sesión 1893ª del día 1º de noviembre de 2000).
El citado amparo, promovido por el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), exigía el acceso a información pública en materia de seguridad privada que había sido denegada en el marco de una investigación periodística sobre agencias que podían encontrarse bajo el control de ex militares acusados por violaciones de derechos humanos cometidas durante la última dictadura militar. 
 Los argumentos del fallo dictado el 13/04/09 comparten los vertidos por el Ministerio Público Fiscal, con un dictamen previo del Centro de Protección de Datos Personales de la Defensoría del Pueblo de la CABA sobre el asunto y una recomendación de este organismo, Resolución Nro. 3710/08, como antecedentes. 
Hasta la fecha, el GCABA incumple la orden de suministrar la información pública en materia de seguridad privada que dio origen al amparo judicial. 

El artículo 21 de la ley 1913 establece: “Publicidad de los registros: Los registros de prestadores a que hace referencia el artículo anterior son públicos y cualquier persona puede acceder a ellos al único efecto de saber si se hallan o no habilitados.”

La primera cuestión que se presta a una interpretación restrictiva del derecho al acceso a la información establecido como principio general en el art. 1 de la Ley 104 es que  la norma sólo se refiere a este específico registro de los previstos en la ley (cf. art. 20 inc. c: “…un registro de prestadores de servicios de seguridad privada habilitados, en el que deberán constar los objetivos protegidos…”), pero no se vincula con el resto de los registros que crea la ley, tales como el “registro de personal” (cf. art. 20 inc. d), el “registro especial de seguridad de locales de baile o espectáculos en vivo” (cf. art. 20 inc. e), el “registro de armas de fuego, inmuebles, vehículos y material de comunicaciones” (cf. art. 20 inc. f), el “registro de socios y miembros de los órganos de administración y representación” (cf. art. 20 inc. g), el “registro de sanciones” (cf. art. 20 inc. n), y el “registro de institutos de formación” (cf. art. 20 inc. ñ).
La autoridad competente ha denegado el acceso a la información contenida en los registros establecidos en el artículo 20 (relativa al nombre, documento de identidad, porcentaje societario de las autoridades y socios de agencias de seguridad privada, detalles de armas de fuego e inmuebles registrados por dichas empresas, etc.)  en base a impedimentos legales que se encontrarían por un lado, en la Ley 1845 de Protección de Datos Personales y por el otro, en la propia ley 1913, su artículo 21.  

No existe impedimento alguno en la propia ley de seguridad privada, lo que sucede es que la autoridad de aplicación realiza una interpretación que consiste en equiparar la omisión en el artículo 21 de los registros establecidos en el artículo 20 con la prohibición de suministrar su información, otorgándoles en la práctica el carácter de reservados a registros que son públicos. 

El segundo punto que propicia la modificación del artículo 21, por los argumentos que desarrollaremos seguidamente, versa específicamente sobre el acceso a la información contenida en el registro de prestadores de servicios.  En este caso, la interpretación que realiza la autoridad de aplicación se basa en una lectura parcial del propio artículo 21, fundando en su parte final un límite expreso al acceso a la  información de este registro: “(…) al único efecto de saber si se hallan o no habilitados”  cuando, de la comprensión cabal de la norma, se trata de una obligación positiva que los legisladores pusieron en cabeza de la autoridad de aplicación -que publique las condiciones de habilitación para el acceso de cualquier interesado-, independientemente del acceso a los registros cuyo carácter es público conforme la primera parte del mismo artículo.
En definitiva, llevadas a la práctica, las interpretaciones abonadas por la autoridad de aplicación reducirían el acceso a  la información ciudadana en materia de seguridad privada al conocimiento de la habilitación de sus prestadores. 

Como consideración de partida, el Estado debe regirse por los principios de publicidad y transparencia y el principio de máxima divulgación (arts. 14º de la Constitución Nacional, 13º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 19º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como en el Decreto nacional nº 1172/03 y la Ley nº 104 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires). Cabe recordar lo señalado por la CSJN en “Kimel s/ art. 109 CP”: “es preciso remarcar como nota esencial dentro de las previsiones de la Ley Suprema, que ésta confiere al derecho a dar y recibir información una especial relevancia que se hace aún más evidente para con la difusión de asuntos atinentes a la cosa pública o que tengan trascendencia para el interés general” (votos de los Dres. Fayt y Boggiano, el resaltado nos pertenece).

Como se expresó en “Martinez Diego c/ GCABA y otros s/ Amparo art. 14 CCABA”, expte. 31603/0, “toda vez que la actividad de las agencias de seguridad privada afecta la seguridad pública, sus acciones trascienden la esfera de la intimidad y sus efectos se juegan en el ámbito público”. Es evidente que cuando la Ciudad de Buenos Aires estimó a través del órgano legislativo que la actividad de la seguridad privada debía ser regulada por el Estado, lo hizo en esa inteligencia. Tal es así que la propia Ley Nº 1913 C.A.B.A., en su art. 2, al definir los servicios de seguridad privada, establece que éstos son los desarrollados “con el fin de ejercer actividades de seguridad complementarias de la seguridad pública”. 
Así, la información contenida en los registros establecidos en el artículo 20 por la ley 1913 también trasciende a la esfera pública y justifica que sea conocida por el ciudadano, para poder ejercer control o fiscalización de manera racional sobre la forma en que la Administración cumple con sus deberes legales en este tema. En este sentido, la Resolución Nro 3710/08 de la Defensoría del Pueblo de la CABA advierte que:
“…la Ley nº 1913, vino a llenar un vacío legal con respecto a la seguridad privada con el objeto de regular la prestación del servicio (…) Es por ello que se pensó en idear un sistema que fuera estricto en el registro de datos, tanto sea de personas como de agencia, de armamentos y equipos –incluidos vehículos e inmuebles- al cual pudiera acceder cualquier persona, dada su condición de registro público (Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Acta de la 32ª Sesión Ordinaria - 3 de diciembre de 1998)”.
En efecto, la reserva de la información contenida en los registros públicos establecidos en el artículo 20 resulta inconsistente con el DECRETO Nº 446/2006/GCBA, reglamentario de la ley, que establece: “Las personas interesadas en recabar información de los Registros establecidos por la Ley Nº 1.913, deberán solicitarla por escrito…”, con lo cual el propio GCBA, al reglamentar la ley, reconoció expresamente la posibilidad de solicitar información registrada por la autoridad de aplicación, detallando el modo del acceso. 
Esto se refuerza con lo que fuera advertido por la Defensoría del Pueblo en la Recomendación Nro. 3710/08, resulta insostenible que el GCABA afirme que la ley de seguridad privada veda la posibilidad de brindar información contenida en los registros establecidos en el artículo 20, y simultáneamente le de publicidad por sí mismo a los datos referidos a las agencias de seguridad privada que trabajan en locales bailables:  http://www.buenosaires.gov.ar/areas/seguridad_privada/personal/?menu_id=22024
A esta línea de inconsistencias, el dictamen del Ministerio Público Fiscal agrega que la información contenida en los registros públicos establecidos en el artículo 20 se asienta en otras bases de datos públicas nacionales que proporcionan informes, tales como la Inspección General de Justicia, la Administración Nacional de Seguridad Social y el registro de propiedad inmueble.
Ninguna norma, excepto los datos sensibles contemplados por la ley 1845 y las excepciones taxativas que establece el artículo 3 de la Ley 104, impide el suministro de la información contenida en los registros públicos establecidos en el artículo 20, incluido el registro de prestadores de servicios.   

Respecto de la pretensión del GCABA de proteger la intimidad y el honor de las personas prestadoras de estos servicios, el Centro de Protección de Datos Personales opinó que: “el sólo hecho de conocer el nombre, apellido, documento nacional de identidad ha sido catalogada por la Ley de Datos Personales como una información que posee menor protección que otros datos como los denominados de carácter sensible. A su vez al ser la seguridad privada un servicio eminentemente público ha sido una decisión de los Legisladores regular la actividad mediante normativa específica (Ley Nro. 1913) y previo el cumplimiento de ciertos requisitos autorizar la habilitación de parte del Gobierno de la Ciudad. En este razonamiento la solicitud del vecino sería un ejercicio legítimo y proporcionado de su derecho a saber basado en el control de los actos gubernamentales...”  (Dictamen del 15/9/08). 
En el caso “Ganora, Mario F y otra”  la Corte Suprema de Justicia de la Nación trató los límites a la información pública. La cuestión analizada consistía en decidir si la obtención de información –sobre datos personales obrantes en los registros de las fuerzas armadas y organismos de seguridad- se hallaba amparada por la norma constitucional que regula el habeas data y, en caso afirmativo, si se encontraba sujeta a limitaciones de alguna índole. 
La CSJN reconoció el derecho a conocer los datos registrados por cualquier organismo del estado, incluso fuerzas armadas y de seguridad, pero estableciendo limitaciones específicas que el Ministerio Público Fiscal y el Poder Judicial entendieron plenamente aplicables en  “Martinez Diego c/ GCABA y otros s/ Amparo art. 14 CCABA”, expte. 31603/0: 
La obtención de información sobre datos –en ese caso personales- obrantes en los organismos y fuerzas de seguridad era procedente  “sin perjuicio de que el suministro de esa información pueda, eventualmente, afectar la seguridad, la defensa nacional, las relaciones exteriores o una investigación criminal, cuestión que en cada caso deberá ser invocada por el titular de la respectiva institución”. La decisión del a quo de rechazar la acción deducida por considerar que los particulares no pueden tener acceso a la información obrante en las FFAA y organismos de seguridad del estado “por obvias razones de seguridad pública”  constituía una afirmación dogmática carente de razonabilidad para nuestra CSJN.

Consiguientemente, la limitación absoluta del acceso a la información del registro de prestadores de servicios (hallan o no habilitados) o del resto de los registros establecidos en el artículo 20 por “razones de seguridad” vulnera el estándar constitucional demarcado por la CSJN, lo cual, no significa que toda la información contenida en los registro sea de acceso irrestricto, en efecto, podría haber algún tipo de restricción sobre los objetos protegidos de los prestadores de servicios, información que claramente podría ser encuadrada en el art. 3 inc a) o b) de la Ley 104. 
El constituyente de la Ciudad creyó especialmente relevante esta relación entre seguridad y derecho de acceso a la información. Así lo demuestra el art. 34 del capítulo octavo de la Constitución C.A.B.A. -titulado “Seguridad”-, que en su parte final establece que “El Gobierno de la Ciudad coadyuva a la seguridad ciudadana (…) diseñando y facilitando los canales de participación ciudadana”.  Dicha participación que fomenta la norma constitucional sólo se puede obtener con el respeto y el reconocimiento del acceso a la información: 
 “la seguridad representa uno de los pilares básicos en la convivencia y, por tanto, su garantía constituye una actividad esencial a la existencia misma del Estado que, en tal condición, se ejerce como un deber propio e irrenunciable por el poder público. Es este contexto la Ley (…) vino a llenar un vacío legal con respecto a la seguridad privada (…) La prestación de servicios de seguridad privada constituye una actividad complementaria, subsidiaria y subordinada a la seguridad pública y, en tal carácter, forma parte del núcleo esencial de la competencia exclusiva en materia de seguridad pública atribuida al Estado con el objeto de proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana. En este sentido, las políticas de seguridad requieren establecer un conjunto de controles e intervenciones administrativas que regulen el ejercicio de las actividades de seguridad por los particulares. Si bien el prestador del servicio de seguridad privada no se encuentra ejerciendo un cargo público no puede discutirse que resulta de vital trascendencia para toda la sociedad la forma en que dicha actividad debe desarrollarse…” (Resolución Nro. 3710/08, el remarcado nos pertenece). 


Los fundamentos  jurídicos a favor de la modificación de este artículo no están aislados de la realidad, a lo largo de los últimos diez años el crecimiento sostenido de los custodios privados hace que hoy superen en número a los efectivos policiales, tanto en la ciudad como en la provincia de Buenos Aires: En el 2007 había más de 21.000 vigiladores registrados en la ciudad, mientras que la Superintendencia de Seguridad Metropolitana de la Policía Federal destinaba a este distrito unos 18.000 agentes oficiales (información disponible en: http://www.cels.org.ar/comunicacion/?info=detalleDoc&ids=4&lang=es&ss=46&idc=1123). 

Es evidente que trasciende al ámbito de la legalidad, la necesidad de explicitar la publicidad de todos los registros públicos establecidos por la ley 1913 (actualmente, en su artículo 20) en el artículo que regula su publicidad –art. 21- para que la interpretación y aplicación que de él se hagan fortalezca el control público sobre estas cuestiones, no debiendo exigirse a tal efecto expresión de causa alguna, y sin perjuicio de las restricciones mínimas y taxativas que le sean aplicables en virtud de las Leyes 104 de Acceso a la Información Pública y   1845 de Protección de Datos Personales. 


Finalmente, la modificación propone arbitrar medios idóneos para poner a disposición de la ciudadanía información atinente a la gestión de gobierno de la Ciudad en esta labor, poniendo en cabeza de la autoridad de aplicación de la presente ley la obligación de publicar en el sitio web del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires: las condiciones de habilitación del servicio de seguridad privada, el listado de prestadores de servicios de seguridad privada habilitados y en su caso, la habilitación para el uso de armas; el nombre, documento nacional de identidad, y antecedentes en las fuerzas armadas -si los tuvieren-, de los socios y/o miembros de las personas físicas y jurídicas que prestan servicios de seguridad privada, de sus órganos de administración y representación, y del personal de cada prestadora. 

En virtud de todo lo expuesto, solicitamos la aprobación del presente proyecto de ley. 
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